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H ace unos pocos meses cono-
cíamos –una de arena– la de-
cepcionante media vuelta ju-

risprudencial del Tribunal Supremo 
sobre la tributación de los intereses 
de demora como ganancia patrimo-
nial a incluir en la base imponible ge-
neral del IRPF. Y este verano, ya pa-
sado, nos llegó la de cal, al publicarse 
la sentencia del Alto Tribunal de 12 
de junio de 2023. 

La sentencia resuelve un recurso 
de casación en el que se planteaban 
dos cuestiones muy relevantes a la 
hora de considerar 
a un contribuyente 
residente fiscal en 
España y, por ende, 
la existencia de 
obligación de tribu-
tar por su renta 
mundial: la validez 
de los certificados 
de residencia expedidos conforme a 
los tratados de doble imposición por 
las autoridades fiscales de otros paí-
ses a fin de acreditar la residencia fis-
cal en ellos, y el correcto entendi-
miento del concepto de “centro de 
intereses vitales” al que se refieren 
los convenios de doble imposición. 

Como primer comentario de esta 
sentencia cabe decir que el Tribunal 
Supremo ha cumplido con su labor 
de control de la actividad adminis-
trativa poniendo coto, en beneficio 
del interés general, y no ya solo del 
recurrente, a actuaciones, prerroga-
tivas e interpretaciones de la Agencia 
Tributaria que no cabe sino calificar 

Abogado. Miembro del grupo de 
expertos en IRPF de Aedaf.

Javier Muñoz  
Zapatero

Habría que plantearse si los criterios sobre 
residencia en el IRPF deberían ser adaptados  
a la nueva realidad social de hoy en día. 

de abusivas al soslayar el “exacto so-
metimiento al derecho “. 

Dado el relato de hechos relativos 
a las circunstancias del contribuyen-
te y recurrente, da la impresión de 
que no se trataba de un tema fácil, ya 
que, como se dice en el foro, “los plei-
tos vienen como vienen” y el Supre-
mo, al resolver en casación, no puede 
juzgar en abstracto, como en un la-
boratorio esterilizado, sino dentro de 
los hechos que enmarcan el pleito. 
Este problema es común y no solo 
exclusivo de nuestra justicia. De ahí 
que los anglosajones, en su sistema 
de common law, donde el precedente 
es ley, tengan acuñado el dicho, con 
igual o parecido significado semánti-
co, que “bad facts make bad laws”. 

Entrando en el análisis de la sen-
tencia, ésta afirma 
que los convenios de 
doble imposición es-
tán para cumplirlos, 
y que ni los órganos 
de inspección, ni si-
quiera los judiciales, 
pueden desconocer 
e ignorar de plano, 

como se había hecho en el procedi-
miento administrativo, un certifica-
do de residencia fiscal expedido por 
otro Estado. En el supuesto conside-
rado no se trataba, además, de cual-
quier país con clima más o menos cá-
lido, o laxo en cuestiones fiscales. El 
emisor del certificado era nada me-
nos que el IRS de los Estados Unidos 
de América. 

La Agencia Tributaria puede con-
siderar a una persona residente fiscal 
en España aplicando las normas pre-
vistas en el IRPF, pero en el caso en-
juiciado estamos ante un supuesto 
de conflicto por doble residencia del 
contribuyente que debe resolverse 

necesariamente conforme a las re-
glas de desempate, o tie-break, que 
están previstas y acordadas en el pro-
pio convenio. Si esas reglas (vivienda 
permanente a su disposición, centro 
de intereses vitales, residencia habi-
tual y nacionalidad) no son suficien-
tes para resolver el conflicto, debe 
acudirse, en último lugar, a un proce-
dimiento amistoso 
entre las dos admi-
nistraciones tribu-
tarias. 

Intereses vitales 
La invocación a lo 
establecido prefe-
rentemente en el 
convenio permite al Tribunal dar un 
paso adelante en la interpretación de 
estas reglas y resolver la segunda de 
las cuestiones que se planteaban en 
el recurso. Uno de los criterios diri-
mentes es el “centro de interés vita-
les” concepto que viene a explicar y 
desarrollar, en contraposición al 
concepto empleado por el artículo 9 
de nuestra Ley del IRPF que es el 
“núcleo principal o base de activida-
des o intereses económicos”. 

Sin necesidad de acudir a sesudos 
razonamientos jurídicos, el Tribunal 
confirma, siguiendo los comentarios 
a los convenios de la OCDE, que el 
centro de intereses vitales es un con-

cepto más amplio y rico, que ha de 
tomar en consideración las relacio-
nes familiares y sociales, la ocupa-
ción del contribuyente, o sus activi-
dades políticas, culturales o de otro 
tipo, examinadas en su conjunto. La 
sentencia sale al paso de las interpre-
taciones extensivas, y a nuestro jui-
cio incorrectas, de la Agencia Tribu-

taria, que atribuyen 
la residencia fiscal 
en España acudien-
do exclusivamente 
al simple y fácil cál-
culo del valor del 
patrimonio o de la 
renta obtenida en 
España del contri-

buyente. En casos que pueden califi-
carse de sangrantes, la Agencia Tri-
butaria llega a realizar el cálculo del 
patrimonio comparando exclusiva-
mente el situado en los dos países 
concernidos por el conflicto de resi-
dencia, y obviando el patrimonio lo-
calizado, o la renta obtenida que pue-
de estar perfectamente localizada en 
un tercer país en el que no se reside. 

Si llegamos a esas extralimitacio-
nes de la norma, cualquier español 
residente adinerado, de los que 
anualmente aparecen en las listas de 
grandes fortunas que aparecen en la 
prensa –a todos se nos viene a la ca-
beza alguno–, no puede cambiar de 

vida, emigrar a Estados Unidos con 
su familia, establecerse y residir allí, 
porque la Agencia Tributaria le se-
guiría considerado residente por te-
ner su centro de intereses económi-
cos en España, por ser el principal ac-
cionista de una empresa multinacio-
nal con sede en España, y tener aquí 
concentrado su patrimonio. 

Quizá este tipo de cálculo servía en 
el año 1991, año en el que la ley del 
IRPF introdujo el criterio del núcleo 
de interese económicos. Más de 
treinta años después, cuando es la 
propia administración la que no cesa 
de regular los aspectos fiscales deri-
vados de los nuevos retos de la inter-
nacionalización, el teletrabajo, la mo-
vilidad internacional, la deslocaliza-
ción o el impuesto mínimo de las em-
presas multinacionales, habría que 
plantearse si los criterios sobre resi-
dencia en el IRPF deberían ser adap-
tados a la nueva realidad social de 
hoy en día. Y si no se hace, porque re-
sulta fácil y cómoda la prerrogativa 
administrativa, bien está que los tri-
bunales, como ha hecho el Tribunal 
Supremo, controlen esa actividad y 
apliquen la norma, como nos recuer-
da el Código Civil, atendiendo a su 
espíritu y a la realidad social del tiem-
po en que ha de ser aplicada.

Ni la Inspección ni los 
tribunales pueden 
ignorar un certificado 
de residencia fiscal 
de otro Estado
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El Tribunal Supremo 
aclara las reglas de 
la residencia fiscal 
en el IRPF 

Un conflicto por 
doble residencia del 
contribuyente debe 
resolverse con las 
reglas de desempate


